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A mi abuelo Justi, porque me enseñó a amar los libros y el valor del esfuerzo.









			
Introducción



			A finales de los años noventa, la Armada1 vivía un periodo de esplendor como no se había visto desde siglos atrás, posiblemente desde tiempos de Felipe V, José Patiño y el marqués de la Ensenada. No se trataba tanto de la cantidad de nuevos buques que entraban en servicio como de su calidad y del conjunto de capacidades de las que había logrado dotarse en los años anteriores. Mediante los orgullosos grupos Alfa y Delta, la Armada estaba en situación de proyectar el poderío naval español a miles de kilómetros en lo profundo del océano Atlántico y del mar Mediterráneo, e incluso más allá. Es más, podían hacerlo también tierra adentro y con garantías gracias a una Infantería de Marina potente y bien pertrechada y a una aviación naval que no le iba a la zaga.


			Vista en retrospectiva, la segunda mitad de los noventa y los primeros años del siglo que vivimos podrían considerarse como una auténtica edad de oro, en la que la Armada podía —y en muchos aspectos aún puede, que nadie lo olvide— medirse de tú a tú con algunas de las principales marinas de guerra de la OTAN y, por supuesto, con cualquier posible enemigo dentro de nuestra área de interés. Ahora bien, si miramos este periodo con cierta nostalgia no es porque se haya sufrido algún tipo de derrota como las de 1805 o 1898, sino porque quien más, quien menos, percibe que en los últimos años se han ido perdiendo parte de esas capacidades. Una de ellas, crítica, tiene que ver con la guerra submarina y antisubmarina. En pocos años la Flotilla de Submarinos (FLOSUB) ha pasado de contar con ocho buques de las series S-60 y S-70 (4 + 4) a disponer de apenas dos de estos últimos, a los que además se ha debido alargar su vida útil para aguantar hasta la llegada de los S-80. En el caso de la Patrulla Marítima la situación es peor si cabe, pues la baja del último P-3M ha dejado al Ejército del Aire y del Espacio huérfano en este aspecto. La aviación naval, por su parte, aunque sigue disponiendo de una docena de aviones AV-8B+ Harrier II y terminará equipando los deseados Lockheed Martin F-35B Lightning II, tiene por delante años duros hasta que esto ocurra. Además, la falta de una segunda cubierta sigue penalizando, tras la triste baja sin relevo del R-11 Príncipe de Asturias. Para más inri, este proceso de pérdida de capacidades coincide con un preocupante aumento de estas en las marinas de guerra de nuestro flanco sur, como consecuencia de la carrera militar en la que Marruecos y Argelia se han embarcado y que tiene como daño colateral a una España que ha venido descuidando durante dos décadas su inversión en defensa. Esto, llevado al dominio naval, ha generado notable preocupación al quedarse la Armada con únicamente dos unidades en servicio, mientras Argelia dispone de seis, cuatro de ellas modernas, y Marruecos tantea el mercado, aunque podría llevarle años o incluso décadas desarrollar desde cero unas capacidades submarinas dignas de mención (L. Romero, 2022).


			A consecuencia de lo anterior, en pocos años la situación de seguridad en el estrecho de Gibraltar se ha degradado sobremanera. No es que las Fuerzas Armadas españolas no sean superiores o más modernas que las marroquíes o las argelinas —países ambos con los que tenemos cuestiones abiertas—, pues de estas siempre se exageran sus adquisiciones y capacidades. El problema real es que el diferencial militar entre una orilla y otra del Mare Nostrum se ha reducido sensiblemente en poco tiempo y esto genera, de una u otra forma, inestabilidad estratégica. Explicado en términos sencillos, esto supone que los incentivos que nuestros vecinos tienen para recurrir a la fuerza a la hora de perseguir sus objetivos son cada vez mayores. Es decir, que la inestabilidad estratégica no determina, pero sí condiciona las apuestas de sus decisores políticos y, en la medida en que España siga quedando rezagada en el plano militar, la tentación de solucionar manu militari algunos contenciosos será cada vez más fuerte. En este sentido, no es casualidad que Marruecos haya venido orquestando acciones contra España y sus intereses en el norte de África en la “zona gris”, pues superar la barrera de la guerra abierta no le compensa todavía. Todavía.


			Hemos hecho referencia en el párrafo anterior a que la situación de inestabilidad condiciona, pero no determina. Sean cuales sean las tendencias en un determinado momento, su evolución futura depende de las medidas que tomemos. Algunas importantes de cara a restablecer la disuasión y con ella la estabilidad estratégica ya se han aprobado o se están negociando, como ocurre con los programas Halcón I y Halcón II o el futuro SILAM, así como con los futuros aparatos de la Patrulla Marítima —no entraremos en si se trata, en cada caso, de la solución más adecuada— aunque queda mucho por hacer y podrían resultar insuficientes. No obstante, no todo tiene que ver con la inversión o con la adquisición de determinadas plataformas y sistemas de armas. En muchos aspectos, la forma en la que se deciden los programas a los que deben destinarse los fondos y el modo en que se gestionan es tan o más importante que el volumen total de recursos disponibles. También es crucial saber en qué momento hay que apostar por adquisiciones extranjeras, por el diseño y producción nacional o por soluciones mixtas, fabricando partes o apoyándose en tecnólogos foráneos que suplan las carencias propias. En un mundo globalizado en el que ningún país, ni siquiera los Estados Unidos, es totalmente autosuficiente en materia de defensa, en el que la competición económica es feroz, el ritmo del progreso tecnológico continúa acelerándose y las potencias medias como España lo tienen cada vez más complicado para encontrar su lugar bajo el sol, se requiere de una estrategia clara y proactiva si lo que se pretende es sobrevivir y, en lo posible, mejorar. Alinear medios, modos y fines, en eso consiste. Algo que no es posible sin saber qué se es y qué se pretende, pues nadie puede establecer la forma de pasar de lo primero a lo segundo sin una idea clara del punto de partida y el objetivo final.


			Es aquí en donde entra el programa S-80, como ejemplo al mismo tiempo de todas las virtudes, defectos y altibajos que han acompañado a nuestra defensa en las últimas décadas, pues el país que decidió abandonar el programa Scorpène para lanzarse a diseñar su propio submarino y el que lo llevó posteriormente a efecto, poco tenían que ver en cuanto a ambición y preferencias exteriores. Lo mismo podría decirse de la Empresa Nacional Bazán que hizo los primeros estudios y la Navantia encargada más tarde de acometer la construcción, una empresa descapitalizada en términos humanos y que se vio ante un reto imposible debido a decisiones políticas ajenas a la compañía. Un programa que ha vivido desde el principio en una continua huida hacia adelante y cuyas consecuencias en última instancia pagarán nuestros marinos y, con ellos, todos nosotros. Al fin y al cabo, salvo que se destinen cuantiosos fondos adicionales a los casi 4.000 millones que ya han sido asignados al programa, la clase Isaac Peral constará de buques con unas características inferiores a lo inicialmente esperado, sin que por ello vayan a ser malos buques.


			En este periodo, del S-80 original hemos pasado al actual S-80 Plus, que es como se denomina oficialmente tras sufrir tanto un profundo rediseño como múltiples vicisitudes relacionadas con el sistema de propulsión. Solo la puesta a flote y más recientemente la primera inmersión completa han logrado devolver a muchos parte de las esperanzas perdidas, aunque siguen siendo varios los interrogantes incluso ahora que el primer buque de la serie está ya muy cerca de entrar en servicio. No para la prensa, claro. En estos años, la mayor parte de los titulares han pasado de ser abiertamente críticos —cuando no escandalosamente falsos e injustos—, a ser excesivamente optimistas —y muchas veces interesadamente aduladores— buscando siempre la atracción del lector. Eso que ahora se llama clickbait, pero que William Randolph Hearts ya dominaba hace más de un siglo. También, por supuesto, ingresos publicitarios. Antes casi exclusivamente por parte de los medios especializados y ahora, desde que la guerra de Ucrania ha puesto todo lo relacionado con la defensa en el foco, por parte de los diarios generalistas, que ni saben ni les importa, pero que, ante la caída de los ingresos tradicionales, necesitan visitas en sus webs. La realidad del programa, sin embargo, no es ni tan halagüeña como para pensar que podamos llegar a exportar docenas de submarinos a otras marinas de guerra, ni tan desastrosa como para tachar el conjunto del programa S-80 de absoluto fracaso, alegando que el producto final no cumple con las especificaciones que durante años nos habían anunciado o con los objetivos iniciales de autonomía constructiva. Es por eso por lo que el lector tiene este libro entre las manos, pues es necesario, más que nunca, poner un poco de mesura —y eso es lo que nos aportan los datos objetivos— sobre unas implicaciones e impacto van mucho más allá de la Armada. De hecho, en este caso es fundamental, pues el programa S-80 es un auténtico punto de inflexión para España, país que ha de mantener a —casi— cualquier precio las capacidades ganadas en cuanto a diseño y construcción de submarinos si no quiere poner en peligro el futuro de su industria naval militar. Además, después de lo que este programa ha supuesto —en todos los términos que podamos imaginar— para el contribuyente, para las empresas implicadas y para el Ministerio de Defensa, pensar en que pudiese terminar como ocurriera con la línea de producción de los cazaminas de la clase Segura, es poco menos que aterrador. Muy a nuestro pesar, los datos en abierto relativos a los aspectos más importantes del programa brillan por su ausencia, con lo que por mucho esfuerzo que haya detrás de este libro, hay cuestiones que nunca podremos resolver.


			Por otra parte, sucede también que proyectos de tal magnitud se prestan a la crítica fácil incluso cuando son un éxito absoluto. Cuánto más cuando no han cumplido con todo lo esperado, como es el caso. Además, si hay algo genuinamente español, más allá del valor, el sacrificio o la envidia —ese “deporte nacional”—, es el cuñadismo. Así es, como se llama ahora —según Fundéu— a la costumbre de opinar sobre cualquier asunto, queriendo aparentar ser más listo que los demás. Dicho de otra forma, es la “actitud de quien aparenta saber de todo, habla sin saber, pero imponiendo su opinión o se esfuerza por mostrar a los demás lo bien que hace las cosas”. Y es que, quien más, quien menos, todos los españoles tienen una opinión sobre lo que ha fallado en este programa y, lo que es mejor, sobre las soluciones —fáciles— a tomar para enderezar tanto su rumbo, como el de la Armada, el país y posiblemente el del universo entero (de la selección, ni hablamos). No obstante, si pretendemos ser un poco serios, tendremos que dejar de lado la crítica vacía, para centrarnos en analizar qué ha fallado en realidad —si es que ha fallado algo— y, en su caso, tomar las medidas pertinentes para que no vuelva a ocurrir, depurando de paso responsabilidades.


			No todo es malo, ni mucho menos. En el lado del haber figura todo lo aprendido durante el diseño y construcción de los cuatro (+1) buques de la clase S-80, así como la carga de trabajo y oportunidad de aprendizaje que ha supuesto para una gran cantidad de empresas españolas. Desgraciadamente, dadas las tendencias a nivel continental, es muy posible que salvo que sepamos jugar nuestras cartas de forma magistral, parte de este esfuerzo se diluya a medida que nuestra empresa de bandera bascule hasta integrarse en un gigante europeo de la construcción naval. Aun siendo el camino lógico para que la industria europea de defensa gane el peso necesario para sobrevivir en un mundo de colosos liderado por empresas asiáticas y estadounidenses, las consecuencias para España podrían ser muy difíciles de asumir. En este caso, posiblemente el programa S-80 fuese el mayor damnificado en el sentido de que no vería continuación, volviendo España a una casilla de salida en la que los futuros submarinos se construyesen si no bajo licencia, sí con un liderazgo francés (o alemán) en cuanto a diseño.


			Como quiera que esta previsión, un tanto sombría, no se ha materializado todavía, a lo largo de las próximas páginas nos centraremos en lo que sí sabemos sobre el programa S-80, desde su concepción hasta el día de hoy, cuando la primera unidad está a punto de ser entregada a la Armada tras múltiples retrasos y contratiempos. El aspecto central del libro no serán los buques, sino las decisiones y sus razones, intentando esclarecer los porqués. No es tarea sencilla, pues incluso después de décadas de democracia, con sus más y sus menos, los distintos Gobiernos han seguido tratando a la ciudadanía con un paternalismo impropio de una sociedad madura, al menos en lo que a defensa concierne. Las razones son complejas y variadas y van desde inercias institucionales dentro del propio Ministerio de Defensa al miedo entre la clase política a tratar en abierto ciertos temas —máxime cuando el desconocimiento de nuestros cargos electos sobre el mismo es palmario— o a los equilibrios políticos cuando los Gobiernos han sido de coalición o han necesitado del apoyo de otros partidos. También, por supuesto, es culpa de cada uno de nosotros, pues si por algo destaca la sociedad española es por su cultura política de súbdito. De una forma u otra, y volviendo sobre el programa S-80, la falta de transparencia y de rendición de cuentas ha provocado que después de más de una década de retrasos no sepamos a ciencia cierta ni quiénes son los culpables, ni cuáles las medidas adoptadas para solucionar los errores. Tampoco las razones por las que se ha seguido adelante con el programa cuando había otras opciones o qué cambios se han introducido en la gestión para que situaciones similares no se repitan. Y nada de esto implica que las decisiones no hayan sido las correctas, eso deberá juzgarlo el lector. Lo escamante es que, escudándose bajo el secreto de Estado, como si clarificar el proceso de decisión que ha llevado a determinados callejones sin salida fuese lo mismo que conocer los entresijos de un sonar o la programación de un sistema de combate, en ningún momento se hayan ofrecido al contribuyente explicaciones acerca del destino de sus impuestos, más allá de vagas referencias al componente industrial, los empleos o las posibles exportaciones. Se han dejado sistemáticamente de lado todos los temas fundamentales relacionados con la cultura estratégica, es decir, con el conocimiento básico que cada español debería tener sobre la posición que ocupa su país, las amenazas que le acechan y el coste que tiene enfrentarlas o las distintas opciones existentes para hacerlo. Es tan sangrante como justo que, al privar de elementos de juicio a los ciudadanos, al carecer de una verdadera estrategia nacional desde hace décadas y al haber pervertido la estrategia de defensa hasta reducirla a una estrategia industrial de defensa (y no son en absoluto lo mismo), los medios, modos y fines de los que hablábamos unas líneas más atrás hayan quedado totalmente desa­­lineados, perdiendo de paso España gran parte de su impronta internacional y resintiéndose su seguridad.


			Pese a todo lo anterior, y llegados a este punto, el programa S-80 debe seguir adelante. Hemos de ser lo suficientemente valientes como para hacer la necesaria autocrítica y transformar una larga serie de errores en una oportunidad. También para coger lo aprendido, el personal increíble que al albur del programa se ha formado en los últimos años y las capacidades industriales que se han desarrollado en Cartagena —pero no solo—, dedicándolas a futuros proyectos mejor planificados, más razonables y cercanos a los intereses de España. Esto último es quizá lo más importante: hasta que no sepamos qué tipo de país queremos ser, qué lugar queremos ocupar en el mundo y qué precio estamos dispuestos a pagar por ello, será difícil que dejemos de movernos como un péndulo entre programas faraónicos y orgánicas inasumibles cuando hay fondos y recortes dramáticos cuando vienen mal dadas. Dicho lo anterior, esta obra, y pese a que en algunos momentos incurra en críticas, ha sido escrita con una intención constructiva; únicamente busca aportar un poco de luz en el deseo de que en el futuro de nuestro país y nuestras Fuerzas Armadas una estrategia bien definida, una Ley presupuestaria de la defensa, un planeamiento a largo plazo, una mayor transparencia y la imprescindible rendición de cuentas, sean la norma.


			Dicho todo esto, solo queda ofrecer mi agradecimiento más sincero a cuantos me han ayudado desinteresadamente prestándome su tiempo y su conocimiento. Algunos por desgracia nos han dejado, como el general Guillermo Velarde. Otros, por fortuna, todavía tienen mucho que aportar. Es el caso del profesor Guillem Colom, con quien he comentado en los últimos años la mayor parte de aspectos de esta obra. También del capitán de fragata Augusto Conte de los Ríos, quien ha sabido aclararme las dudas técnicas, siempre sin caer en mis trampas, en busca de datos de esos que no se deben publicar. O de Alejandro A. Vilches Alarcón, ingeniero, historiador y escritor que ha alumbrado los mejores libros sobre submarinos soviéticos en español. Por supuesto, de la profesora Carolina Ahnert, toda una institución en el mundillo nuclear español. También de Guillermo Pulido (la única persona a la que, sin compartir sangre, llamo hermano), Antonio Candil, José Luis García Benavides, Roberto Martín, Alberto Velasco, Antonio Valencia, Luis Fernández, Rafael López Mercado, Juan Martínez-Esparza o Roberto Gutiérrez. En términos más generales, a la comunidad de El Snorkel y a la familia del foro Portierramaryaire, pues aunque hace mucho que no participo, sigo leyendo con atención y muchos de los mensajes allí almacenados han servido de cemento a esta obra. Por supuesto, a mi futura mujer, Beatriz, y a mis hijos, Jaione y Alejandro. Nunca podré devolverles el tiempo que esta obra les ha robado, y aun así no solo entienden las razones, sino que aceptan el sacrificio y me impulsan a seguir escribiendo. Gracias.









			Capítulo 1


			La decisión






			¿Un submarino nuclear para España?


			En enero de 1986, concretamente el día 27, entró en servicio con la Armada el S-74 Tramontana, cuarto y último submarino de la clase Galerna, basada a su vez en los Agosta franceses. En ese momento España pasó a disponer de ocho submarinos diésel. Los cuatro últimos, muy modernos, poco tenían que envidiar a sus competidores soviéticos de la época, siendo suficientes para atajar la menguante amenaza que la Armada Roja representaba entonces. Habían sido construidos en buena medida en el propio país por parte de la Empresa Nacional Bazán en sus instalaciones de Cartagena, lo que permitió formar a toda una generación de ingenieros superiores y técnicos, así como operarios de distinto tipo en las particularidades de la construcción de submarinos convencionales.


			En conjunto, la Flotilla de Submarinos disponía de unas capacidades nada desdeñables, salvo por el hecho de que en todos los casos se trataba de submarinos con un desplazamiento y autonomía limitados, aunque suficientes para garantizar las misiones asignadas en el eje Baleares-Estrecho-Canarias. Dicha línea imaginaria había sido concebida durante la Guerra Fría como el resultado natural del estudio de los imperativos geográficos en la defensa nacional, tomando carta de naturaleza al ser incorporado en diversos documentos oficiales en la segunda mitad de la década de los años setenta, tras una reunión de la Junta de Jefes de Estado Mayor (JUJEM) con la participación del ministro de Defensa, el general Manuel Gutiérrez Mellado, celebrada en abril de 1978 en Tenerife (Pérez-Triana, 2020). Como quiera que las ambiciones de España —aunque no necesariamente de sus marinos— habían crecido desde entonces dada la proyección internacional del país y el crecimiento económico, estas quedaron plasmadas en las diferentes etapas del largo proceso de decisión que llevó al futuro programa S-80, como veremos.


			Antes de entrar en materia es obligado aclarar que, en términos generales, cuando un ejército, marina o fuerza aérea están terminando de introducir en servicio un nuevo sistema de armas, ya han comenzado a trabajar en el siguiente. Por más que los Requisitos de Estado Mayor (REM) se redacten en fechas muy tardías, sirviendo de base al pliego de condiciones técnicas que deben cumplir los futuros contratistas y los sistemas a adquirir, no nacen de la nada. Se basan, al menos idealmente2, en numerosos estudios preliminares que los militares realizan de forma ordinaria. Al fin y al cabo, si no se hiciesen análisis prospectivos sobre entornos futuros, se examinasen las tendencias tecnológicas o se fuesen actualizando las doctrinas, sería prácticamente imposible llegar a la redacción de los REM sin una idea más o menos clara de lo que se necesita.


			En el caso del programa S-80, a pesar de que los estudios preliminares llevados a cabo por la Armada tuvieron lugar oficialmente entre 1989 y 1991 (Armada, s. f.-a), los trabajos habían comenzado años atrás. Los primeros pasos se dieron, pues, coincidiendo más o menos en el tiempo con la entrada en servicio de la primera unidad de la clase Galerna3, como nos explica el capitán de navío Gárate (2003), llegando a valorarse cuatro diseños, dos de ellos costeros (CD-1 y CD-2) y otros dos oceánicos (CE-1 y CE-2). Por situar el contexto histórico, la orden de ejecución del S-71 data de mayo de 1975, cuando todavía existía el Ministerio de Marina, encabezado por el almirante Gabriel Pita da Veiga. La botadura se produjo el 5 de diciembre de 1981 y la entrega a la Armada tuvo lugar el 21 de enero de 1983, siendo entre ambas fechas cuando la institución comenzó a estudiar cuáles podrían ser las soluciones más adecuadas para la siguiente clase de submarinos, destinada a relevar a los Delfín. Fue, como el lector sin duda sabe, un momento de cambios drásticos en la política española en tanto que a la muerte de Franco se inició la Transición, que no solo supuso la aprobación de la Constitución (1978) de la que ahora disfrutamos o las primeras elecciones libres posteriores a la Guerra Civil, sino también la creación del actual Ministerio de Defensa, el 4 de julio de 1977. Para ello fue necesario fundir en uno solo los tres existentes, esto es, el Ministerio de Marina, el Ministerio del Aire y el Ministerio del Ejército, un proceso que chocó con importantes resistencias institucionales y en ciertos aspectos todavía incompleto, a pesar de la creación de la figura del Jefe de Estado Mayor de la Defensa (JEMAD) en 1984. Además, fueron años tumultuosos en los que se sucedieron, entre 1977 y 1982, cuatro ministros del ramo diferentes (Mellado, Rodríguez Sahagún, Oliart y Serra). Solo a la llegada en 1982 de Narcís Serra i Serra, que ocuparía la cartera de Defensa hasta 199,1 puede darse por concluido este periodo de inestabilidad.


			Volviendo sobre los submarinos, la Armada debía comenzar a pensar por esa época, como hemos dicho, en los hipotéticos sustitutos de los S-60, submarinos que habían sido construidos en España bajo licencia sobre un diseño de la empresa pública francesa Direction des constructions navales (DCN). Los Delfín, que habían entrado en servicio entre 1973 y 1975, fueron diseñados con una vida útil estimada en torno a las tres décadas, por lo que la llegada de su reemplazo debía producirse, de forma ideal, durante la primera década del presente siglo. Es así como se establecen en el seno de la Armada varios grupos de trabajo dedicados a distintas líneas de investigación, alguno de los cuales finalizó su trabajo antes del oficioso Plan Altamar (1990). La misión de estos equipos no era otra que definir las características más básicas de la futura clase, como su sistema de propulsión, las misiones que debería acometer y el tipo y tamaño de buque necesario para ello, así como el armamento a portar. Para ello se tantearía el mercado internacional, se haría labor de prospectiva, se establecerían contactos con otras empresas y países y se valorarían los pros y contras de cada opción atendiendo no solo a las capacidades del futuro submarino, sino también a su coste, disponibilidad o riesgo tecnológico, así como a las capacidades industriales del país. En cualquier caso, no se contemplaba la adquisición de submarinos extranjeros ya terminados, sino que se optase por la solución que se optase, al menos una parte de los nuevos buques debían ser ensamblados en España. Tocaba, pues, elegir entre asimilarse a las potencias más importantes de la época, optando por submarinos nucleares, seguir confiando en las bondades de la propulsión convencional, adecuada para aguas restringidas como las del Estrecho o las Baleares o bien investigar alguna de las novedosas tecnologías de propulsión independiente del aire (AIP) que ya por entonces alemanes y franceses, entre otros, comenzaban a tantear.


			Es en este punto cuando empiezan a entrar en juego las crecientes ambiciones españolas a las que hemos hecho referencia anteriormente, aunque todavía de forma bastante moderada. Hay que entender que España era un país que había multiplicado el volumen de su economía durante la etapa del desarrollismo (1959-1974), beneficiándose de tasas de crecimiento económico medias del 7% anual, solo superadas en la época por Japón. Un estado que era consciente además de su importancia geoestratégica, dada la posición que ocupa a caballo del Mediterráneo y el Atlántico y de Europa y África. En África, además, tenía sus propios intereses, que había tenido que defender muy pocos años antes (1957-1958) en la guerra de Ifni frente al recientemente independizado Marruecos, estando todavía muy recientes tanto la invasión marroquí del Sáhara Occidental —la famosa Marcha Verde— como el Acuerdo Tripartito de Madrid.


			A todo lo anterior hay que sumar, además, que España mantenía en marcha un programa nuclear civil sobre el que había venido trabajando desde 1948 gracias a la labor de José María Otero de Navascués. Tres años después, en 1951, se creó la Junta de Energía Nuclear (JEN), encargada de investigar y asesorar al Gobierno en este campo. Además, en 1955 se firmó un acuerdo de cooperación con los Estados Unidos que permitió la llegada a España del primer reactor, posteriormente instalado en la central nuclear de Zorita (Viana, 2019). En febrero de 1957 se creó la Dirección General de Industria Nuclear, dependiente del Ministerio de Industria, y ya en 1965 comenzó la construcción de la primera central nuclear española, en operación desde 1969. Sin embargo, la vertiente civil no fue la única que España investigó en relación con la energía atómica. Por esa misma época ya estaba en marcha —lo estuvo desde 1963— el conocido como proyecto Islero, un intento patrio por desarrollar armas nucleares dirigido por el general de división del Ejército del Aire Guillermo Velarde, con quien un servidor tuvo la oportunidad de intercambiar numerosos correos antes de su muerte, a principios de 2018. El general, quien había trabajado y ganado experiencia en los Estados Unidos, pudo aprovechar lo aprendido de la inspección de algunos de los restos recuperados en Palomares, tras el sonado incidente de 19664, para proseguir sus investigaciones y redescubrir ese mismo año el proceso Teller-Ulam, base de las armas termonucleares (Velarde, 2016), algo que él mismo explicó en un interesante libro que toma el nombre del proyecto. Así las cosas, aunque el proyecto Islero fue paralizado por Franco en 1966, dejando únicamente activa la parte teórica y cancelando el desarrollo físico de armas nucleares, las investigaciones por parte de la JEN prosiguieron, complementando los avances en cuanto al uso civil del átomo con un prometedor programa nuclear militar. Era pues lógico que en la Armada se interesasen por la aplicación de la energía nuclear a los submarinos, al menos en lo relacionado con la propulsión. De hecho, para cuando a nuestros marinos les tocó comenzar a pensar en un hipotético S-80 que relevase a los S-60, existían en el seno de la institución dos corrientes claramente diferenciadas.


			La primera de ellas podríamos denominarla como rupturista. Sus componentes defendían que España necesitaba de submarinos de propulsión nuclear incluso sin disponer de armamento atómico o de los vectores necesarios para utilizarlo. Hay que entender que España había ansiado la bomba desde tiempo atrás e invertido ingentes cantidades de dinero en un programa nuclear civil propio susceptible de militarizarse. Existía, por tanto, cierto componente cultural, por decirlo de alguna forma, en el seno de la Armada, siendo el máximo exponente de esta corriente el almirante Luis Carrero Blanco, hasta su asesinato en 1973. A partir de la muerte del por entonces presidente del Gobierno, los defensores de una Armada dotada con submarinos de propulsión nuclear e incluso armamento atómico siguieron siendo varios, aunque el empeño por hacerse con la bomba fue perdiendo apoyos entre nuestros militares. También es importante valorar la influencia que pudo tener para muchos la reciente experiencia de las Malvinas (1982), cuando los submarinos de ataque de propulsión nuclear (SSN) británicos lograron, tras el hundimiento del ARA General Belgrano, alejar a la Armada argentina de las islas en disputa. Por último, se produjo cierta presión por parte de Francia para compartir tecnología nuclear con España y formar un eje dentro de la Comunidad Económica Europea5. La intención francesa pasaba por convertir a España en cliente más que en socio de esta particular industria, con todas las servidumbres que ello implica. Para muchos, sin embargo, no dejaba de ser una idea atractiva, pues primaban el peso internacional que confería la posesión de submarinos de propulsión nuclear que cualquier otro aspecto derivado de su tenencia, incluidas las trabas que pudieran poner aliados como los EE UU.


			La segunda estaría formada por el sector más continuista, marinos que abogaban por mejorar lo que ya se tenía, partiendo de un diseño válido —como los Agosta— para lograr un submarino convencional, pero con capacidades oceánicas más acusadas. En relación con esto, cabe señalar que entre 1982 y 1984 la Empresa Nacional Bazán y DCN formaron el denominado como proyecto Bipartito, que buscaba “un submarino muy silencioso, de unas 2.400 toneladas de desplazamiento en superficie, 76 metros de eslora, gran autonomía, capacidad de disparo de torpedos y misiles tácticos y una dotación reducida (35 hombres) gracias a una alta automatización” según se explica en S-80, presente de un submarino para el futuro (Florensa, 2010). Los partidarios de este punto de vista, que finalmente fue el que se impuso hasta que las circunstancias provocaron un nuevo giro en el guion, entendían que España no podía asumir las servidumbres que implicaba depender de terceros para todo lo relacionado con el mantenimiento, recarga y, en su caso, desmantelamiento de submarinos nucleares. Además, eran conscientes de que el país tampoco podría acometer por sí mismo el diseño de un submarino convencional sin un socio tecnológico que aportase el saber hacer necesario.


			Por supuesto, ninguno de los dos grupos era un compartimento estanco. Es más, incluso dentro de cada uno de ellos convivían posturas muy diferentes. Con todo, la clasificación resulta útil para entender el tipo de discusiones que se dieron en los años ochenta en el seno de la cúpula militar. Intercambios de ideas que a buen seguro ganaron en intensidad cuando los ministerios dejaron de ser tres para estar encabezados por una única persona que, a partir de Rodríguez Sahagún (1979-1981), era además un civil. Las discusiones, en cualquier caso, no ayudarían en demasía a solucionar la cuestión fundamental: si la Armada debía unirse al selecto club de operadores de submarinos de propulsión nuclear o, incluso, al todavía más reducido grupo de fabricantes de este tipo de ingenios, o no. Serían el riesgo tecnológico y el coste los elementos que, por sí mismos, ayudarían a clarificar el problema ya antes del final de la Guerra Fría.


			Previamente hemos explicado los primeros pasos de España en relación con la energía nuclear, tanto civil como militar. De cara a su aplicación a la propulsión submarina, se necesitaba experiencia en el uso de reactores de agua a presión (PWR, del inglés pressurized water reactor), los más adecuados a tal fin y los más extendidos a pesar de los intentos soviéticos por desarrollar y poner en servicio otros sistemas como los de metal líquido. Para mediados de los años ochenta, el saber hacer español en cuanto al uso de este tipo de reactores había crecido exponencialmente, gracias a las investigaciones de la JEN —transformada en 1986 en el actual Centro de Investigaciones Energéticas, Medioambientales y Tecnológicas (CIEMAT)— y a la construcción de varias centrales nucleares. Instalaciones como las de José Cabrera - Zorita (inaugurada en 1969), Almaraz I (1983) y Almaraz II (1984), Ascó I (1984) y Ascó II (1986) y las de Trillo y Vandellós II (1988), todas las cuales cuentan con PWR, aunque no de origen español. Con todo, y a pesar de que el país contaba —y cuenta— con un buen número de físicos e ingenieros con formación y experiencia suficientes como para replicar estas tecnologías, tomar un diseño civil y modificarlo para su uso en submarinos era —y es— algo que escapaba a nuestras posibilidades tanto técnicas como económicas.


			Construir un reactor apto para propulsar un submarino implica una compleja miniaturización que no está al alcance de todos, dado que ha de integrarse en un casco con unas medidas limitadas; lección que posteriormente Abengoa aprendería de la forma más amarga en relación con el sistema AIP de los S-80 y que en un reactor naval es, si cabe, más complejo. Por otra parte, los requisitos de seguridad son mucho más elevados que en los submarinos convencionales o dotados con sistemas AIP, y el compartimento que aloja el reactor debe estar convenientemente protegido y dimensionado. Para que el lector lo entienda, en un SSN estándar hasta una cuarta parte del desplazamiento total del buque está relacionado de una u otra forma con el sistema de propulsión, debido entre otras cosas a la necesidad de aislar el reactor y a la obligatoriedad de hacer muchos sistemas redundantes, pues deben seguir funcionando en las peores condiciones. Esto impone unos volúmenes mínimos que afectan a la eslora, la manga, el calado y el desplazamiento. De hecho, diseños como los Rubis franceses, que desplazan apenas 2.600 toneladas en inmersión, son una excepción, lo que los hace si cabe más meritorios. Lo más común es que todos los submarinos nucleares sobrepasen las 5.000 toneladas en inmersión, superando en muchos casos las 10.000. Por otra parte, dado que la autonomía de los submarinos nucleares es virtualmente ilimitada, las patrullas suelen ser más largas que en el caso de los convencionales. Lo mismo para los periodos de inmersión, en tanto no es necesario emerger para recargar baterías, por ejemplo. Todo ello implica la necesidad de un mayor volumen interno que acoja instalaciones más confortables, desde luego muy alejadas de lo que podemos encontrar en diseños como los Delfín o los Galerna. En suma, dinero. Fondos a los que hay que añadir la necesidad de construir al menos una réplica funcional del reactor basada en tierra para formar al personal, con la consiguiente inversión, o bien desviar al personal a las instalaciones de un socio tecnológico, lo que aumenta la dependencia. Por otra parte, la selección del personal se dificulta y encarece, al necesitarse titulaciones muy específicas que no son las habituales dentro del Cuerpo de Ingenieros de la Armada. Incluso aunque se pueda afrontar la construcción de un submarino nuclear, hay que asumir también que el coste del ciclo de vida se multiplica, al ser necesario contar con medios específicos para tratar el combustible y los residuos que se generan a consecuencia del proceso de fisión. Esto, en el caso de España, habría supuesto entre otras cosas una reforma radical de la base de Cartagena, que hubiese dejado en nada la acometida en los últimos años y que bastante escándalo supuso, a cuenta de los errores periodísticos (Pérez-Triana, 2018). Al fin y al cabo, la propulsión nuclear naval obliga a funcionar con una planificación cradle-to-grave6 en la que el proceso de desmantelamiento esté perfectamente diseñado y presupuestado desde las fases iniciales. Dicho de otra forma, sería impensable que ocurriese algo como lo sucedido con el portaaviones Príncipe de Asturias, adjudicado a una empresa turca (y su socio español) por apenas 2,4 millones de euros para su desguace. Muy al contrario, en lugar de ingresar una pequeña cantidad por deshacerse de uno de sus buques, la factura para la Armada habría sido uno o dos órdenes de magnitud mayor (Villanueva, 2019).


			Los problemas no terminan aquí. En un caso como el español, que depende de terceros para la adquisición de uranio-235 (aunque por entonces todavía estaba abierta la mina de Saelices el Chico, en Salamanca, que cerró en 2001), este es otro factor a tener en cuenta. España, efectivamente podía producir uranio, pero no enriquecerlo a los niveles del 3-5% propios de una central nuclear civil y mucho menos al 20% necesario para un reactor PWR naval. Así pues, o bien se invertía una suma considerable en dotarse de las tecnologías necesarias, o se recurría a terceros como hace, por ejemplo, el Reino Unido con los Estados Unidos, o como tendrá que hacer en el futuro Australia tras entrar a formar parte de la alianza AUKUS7. Por último, y como apunte, aunque no era un tema especialmente relevante a la hora de tomar la decisión de dotarse —o no— de SSN, cabe hablar del destino de los residuos nucleares. Esto en España es un tema polémico y sin una solución definitiva por el momento, al menos en el sector civil. Una pequeña parte de los residuos generados por nuestras centrales nucleares están en el extranjero (parte de los producidos por Zorita y Garoña en el Reino Unido y 19 m3 procedentes de Vandellós I en Francia), mientras que el resto del combustible empleado por los siete reactores que seguían en servicio a la fecha de redacción de este capítulo aguarda en sus respectivas piscinas y almacenes temporales centralizados (ATI) a la espera de una solución. Es la consecuencia de carecer de un almacén nuclear propio, pese a las decenas de millones que se llevan invertidas en el proyecto de Villar de Cañas (Cuenca).


			Eran y son, pues, muchas las razones por las que, para España, dar el salto de lo convencional a lo nuclear era un reto demasiado ambicioso, pese a lo cual el tema se estudió durante años. En el número 250 de la Revista General de Marina, Albert Campanera i Rovira (2006) nos explica, en un artículo titulado “Los submarinos que pudieron ser españoles (1918-1985)”, cómo llegados al ecuador de la década de los ochenta comenzaron a difundirse, en la prensa española, noticias sobre la posibilidad de que la Armada llegase a contar con submarinos de propulsión nuclear. De esta forma, y según este autor, la clase Agosta era:


			[…] la puerta de acceso natural para la realización de un submarino de propulsión nuclear, siguiendo los mismos pasos que la Marine Nationale Française había efectuado con excelentes resultados. Este buque, al igual que los dos tipos precedentes de patente francesa, debería ser el Améthyste (acrónimo de Ameliorament Tactique, Hidrodynamique, Silence, Transmisión, Écoute), quinto de la clase Rubis, que encabezaba la segunda serie de submarinos nucleares de ataque (SNA), compuesta por dos unidades.


			Esto, aunque desconocido para el gran público, es algo sabido por la mayor parte de expertos y marinos españoles. Quien escribe, además, tuvo la suerte de poder hablar de ello con el mismísimo general Velarde, quien no solo nos habló de los estudios que se llegaron a realizar en España encaminados a valorar a posibilidad de desarrollar un genuino SSN patrio, sino que nos remitió a Carolina Ahnert, quien tomó parte en los mismos. La profesora Ahnert, catedrática de Ingeniería Nuclear de la Universidad Politécnica de Madrid y doctora en Ciencias Físicas por la Universidad Complutense, tuvo a bien explicarnos que la razón última por la que la Armada y el Ministerio de Defensa renunciaron a este tipo de propulsión no fue técnica, sino presupuestaria, ya que el coste de implantar esta tecnología en España hubiese ido mucho más allá de lo que Defensa estaba en condiciones de asumir. En concreto, fue en 1983 cuando la JEN reunió un comité de expertos, entre los que se encontraba la profesora Ahnert. En este grupo de trabajo también tomarían parte varios civiles más, así como personal de la Armada, caso del doctor y contraalmirante (por entonces capitán de fragata ingeniero, pero ya fallecido) Guillermo Leira Rey, ingeniero de armas navales que participó en todo lo relativo al SUBESPRON (SUBmarino ESpañol de PROpulsión Nuclear). Un término, por cierto, que no hemos podido confirmar que llegase a ser utilizado en ningún documento oficial, pero que aun así ha pasado a la historia como el acrónimo del SSN español que nunca fue.


			Al parecer, el grupo de trabajo tuvo a su disposición abundante información tanto sobre los submarinos de la clase Rubis (incluyendo el acceso a algunos planos, en referencia seguramente a los generales y en ningún caso a planos en detalle de partes críticas), proporcionada por Francia, como sobre sus reactores K48 (CAS-48 según la fuente). Estos últimos, que nuestro país vecino puso en servicio en los años ochenta, constituyen la tercera generación francesa de reactores navales y son también la base sobre la que se han diseñado los posteriores K15 del portaaviones Charles de Gaulle o los SSBN de la clase Le Triomphant. El ofrecimiento galo no era cosa baladí. Los reactores nucleares franceses, incluso los de primera generación, destacaban sobre sus coetáneos estadounidenses y soviéticos tanto por el grado de miniaturización alcanzado, algo a lo que hemos hecho referencia al hablar del desplazamiento de los submarinos nucleares, como por el uso de uranio con un bajo nivel de enriquecimiento. El primer factor es clave a la hora de reducir costes. Hay que tener en cuenta que los reactores PWR navales son, en realidad, reactores IPWR (integral pressurized water reactor). Estos, a diferencia de lo que ocurre en las centrales nucleares, unifican lo que es en puridad el reactor con los sistemas de generación de vapor, control, etcétera. Lograr este prodigio de la ingeniería en un volumen aceptable está al alcance de muy pocos, y Francia ofrecía a España uno de los diseños más punteros y compactos del momento. Además, con la ventaja de emplear para su alimentación uranio con un bajo nivel de enriquecimiento (7%) o LEU (low enrichment uranium), frente al 20% típico de un reactor naval, con lo que ello implica en términos de ahorro por más que obligue a sustituir el combustible con mayor periodicidad8. En relación con esto, como explican en el estudio Replacing highly enriched uranium in naval reactors (Moore et al., 2016), publicado por NTI:


			La decisión [francesa] de utilizar un diseño de reactor integrado [para sus Rubis], en el que el generador de vapor se coloca dentro del recipiente de presión del reactor, tuvo mucho éxito en minimizar el aumento del tamaño del núcleo necesario para hacer funcionar un núcleo de LEU, y se replica en casi todos los reactores pequeños contemporáneos. […] Estas mejoras de diseño permitieron que el diseño del reactor CAS-48 de los Rubis funcionara con un promedio del 7% de combustible enriquecido durante [un periodo de] 7-10 años entre recargas.


			De haberse logrado importar esta tecnología —y los retos técnicos no suponían un problema insalvable—, la Armada habría podido contar con submarinos de propulsión nuclear similares a los Rubis galos. La Empresa Nacional Bazán, con ayuda técnica francesa y el apoyo de la Junta de Energía Nuclear, por supuesto, no habría tenido dificultades insuperables para llevar la construcción a efecto, toda vez que ya tenía la maquinaria y la experiencia (muy reciente por entonces) utilizadas en la construcción de los S-70, en los que se basan los Rubis. Por supuesto, todos los componentes críticos habrían sido fabricados en Francia, que seguramente se habría hecho cargo de la construcción de las secciones a popa de la vela, en donde se alojan desde el reactor a los motores y la transmisión. Con todo, aunque la idea pueda parecer atractiva, pues los submarinos nucleares tienen una autonomía prácticamente ilimitada con todas las ventajas que ello implica —aunque son menos discretos—, los problemas no hubiesen tardado en aflorar.


			Lo máximo a lo que se podría haber aspirado era a construir dos unidades. Dado que, en el caso de los Rubis, y debido a las características de su reactor, sus ciclos operativos son más cortos que en otros SSN, la Armada habría sido incapaz de tener siempre un submarino en condiciones de navegar. Es un caso similar, salvando las distancias, a lo que ocurre con los portaaviones y portaaeronaves, algo que España o Francia saben bien, pues únicamente disponen con el Juan Carlos I y el Charles de Gaulle, respectivamente, de una única cubierta9. Esto implica que durante los periodos de varada y de alistamiento, estos buques no están disponibles para cumplir con las misiones asignadas, de ahí que coloquialmente se diga que tener una cubierta es lo mismo que no tener ninguna.


			Volviendo sobre el hipotético SUBESPRON, hay fuentes que afirman incluso que el naciente Ministerio de Defensa no habría podido costear más que una única unidad, lo que hubiese sido a todas luces un suicidio y coincide con las explicaciones que da Campanera i Rovira (2006), quien afirma que:


			[…] la filosofía reinante en el Cuartel General de la Armada era contraria a construir submarinos nucleares en los próximos años, por dos razones: una sola unidad no permite obtener una operatividad real por la servidumbre de todo buque de guerra de tener que permanecer en la base un número de semanas al año. Aunque este tiempo muerto sea menor que en uno convencional; por ello serían necesarios como mínimo dos submarinos.


			A lo que añade:


			[…] la razón de mayor peso argüida por los marinos se refería a que la construcción de un Améthyste sacrificaría el presupuesto previsto para el III Plan Naval a desarrollar entre los años 1987-1994.


			Aunque también nos aclara que:


			No obstante, el ministro de Defensa se mostró inclinado a acometer el programa de construcción de un arma submarina nuclear en línea con la prioridad estratégica española, haciendo sentir la soberanía española en los archipiélagos canario y balear, frente a las apetencias de otras marinas regionales.


			Unas afirmaciones, por cierto, que contradicen en parte lo que podemos encontrar en fuentes “de época”, como un artículo del diario El País titulado “La tentación de la bomba” (1987) en el que se dice


			La idea de fabricar dos submarinos de energía nuclear ha contado siempre con fuerte apoyo en la Armada. Los marinos lo consideran un instrumento precioso para bloquear los puertos marroquíes en caso de conflicto y para taponar el estrecho de Gibraltar.


			Una afirmación un tanto superlativa, pues para bloquear los puertos marroquíes no es necesario disponer de submarinos de propulsión nuclear, sino que es más que suficiente con los convencionales, especialmente si su presencia se acompaña con el minado de los accesos a los mismos.


			Sea como fuere, la idea de adquirir o construir en España submarinos nucleares bajo licencia terminó por desecharse, y no por motivos técnicos o por su inadecuación a los requisitos de la Armada, sino por el enorme montante económico que habría supuesto embarcarse en un programa semejante. En última instancia, e independientemente de con quién se hable, todas las personas a las que hemos podido consultar sobre este particular coinciden en que la razón última para rechazar la opción nuclear fue económica. En un futuro previsible de presupuestos menguantes, algo que ya se podía prever en la segunda mitad de los ochenta, el programa nuclear naval español amenazaba con llevarse por delante proyectos que no eran menos importantes para la Armada. Comenzar un programa nuclear desde cero habría supuesto una inversión de decenas o más probablemente centenares de miles de millones de pesetas10, comprometiendo la adquisición de los cazabombarderos AV-8B para el portaaviones Príncipe de Asturias, la de los SH-60B LAMPS III para guerra antisubmarina o incluso la construcción de las últimas fragatas de la clase Santa María, todo lo cual era inaceptable. Tenga en cuenta el lector que, si atendemos a los datos que el ex-DIGENECO, general Francisco Pérez Muinelo, recoge en El gasto de defensa en España 1946-2015 (Pérez, 2016), el pico presupuestario durante los años ochenta en relación con el PIB se alcanzó en 1985, con un 2,12% de este destinado a Defensa. Esta cifra, que además era la mayor desde 1955, jamás se volvería a alcanzar y está muy lejos del 0,92% de 2019 o el 1,01% de 2022 (OTAN, 2022). Según la Guerra Fría llegaba a su fin y se adivinaban en el horizonte los “dividendos de la paz” —que tendrían efectos dramáticos sobre las fuerzas submarinas de toda la OTAN (Vilches, 2018)—, resulta totalmente comprensible que los decisores españoles abandonasen la opción nuclear dejando el futuro del programa S-80 en manos de otras tecnologías y disolviendo, hacia 1988, el grupo de trabajo encargado de estudiar esta posibilidad.


			Lo que puede parecer un fracaso como país —no poder asumir un programa nuclear naval—, en realidad fue una decisión acertada. Mal que les pesase a algunos de los marinos más favorables a su adopción, los submarinos nucleares —por más que nos hubieran aportado unas capacidades innegables— ni son hoy ni han sido nunca una necesidad para España. Ni siquiera asumiendo que nuestros intereses estratégicos vayan más allá de la línea Baleares-Estrecho-Canarias, extendiéndose hasta el golfo de Guinea o el Mediterráneo oriental, los submarinos nucleares son un imperativo, más bien un lastre. No hay más que atender a los casos de Argentina, Sudáfrica, Brasil, la India o, más recientemente, Australia (Conte, 2023), para darse cuenta de lo problemático que resulta dotarse de estos ingenios cuando no se es el diseñador ni se controla todo el proceso industrial, incluyendo la producción de combustible. Potencias con un producto interior bruto (PIB) muy superior al español, como el Reino Unido, siguen sufriendo importantes contratiempos pese a la ayuda estadounidense, mientras que China, con todo su poderío económico, sigue teniendo enormes problemas con sus SSN y SSBN. Eso en el caso de que todo salga bien, pues la lista de accidentes tanto durante la operación como en el dique seco es larga y amarga. Además, fue justo en estos años cuando la opción AIP comenzó a cobrar fuerza. En un lapso relativamente corto de tiempo, los suecos montaron sistemas Stirling en sus Gotland, DCN comenzó a trabajar en el MESMA (Module d’Energie Sous-Marin Autonome), los alemanes iniciaron sus estudios acerca de la tecnología de pilas de combustible y la oficina de diseño rusa Rubin intentó hacer lo propio con la clase Lada. Estas tecnologías, de las que hablaremos más adelante, prometían una autonomía y discreción muy superiores a los de cualquier SSK en servicio y muy cercanas a las de un SSN (mejorando a estos en cuanto a firma sonora), pero a un precio y con una complejidad técnica sensiblemente menores, al menos sobre el papel. No obstante, todavía tendrían que producirse cambios mayores a nivel internacional para que la Armada llegase a la conclusión de que eran la opción más adecuada a sus intereses.


			Entre los ‘dividendos de la paz’ 
y unas aspiraciones desmedidas


			Uno de los grandes problemas que deben afrontar los responsables de la planificación militar tiene que ver con la dificultad de conjugar, por una parte, los largos horizontes temporales de algunos programas de armamento, que se miden en décadas y, por otra, cambios políticos que pueden ser repentinos y trastocar por completo el plan mejor estudiado. En el caso del programa S-80 nos encontramos con un ejemplo “de libro” de esto último; el escenario geopolítico y el entorno operativo de los primeros estudios —llevados a cabo durante los ochenta— fue radicalmente diferente del que encontramos a partir de la caída del Muro de Berlín y, por supuesto, del 11-S.


			El colapso de la Unión Soviética fue definido por el mismísimo Vladímir V. Putin, en su discurso a la nación de 2005, como “la mayor catástrofe geoestratégica del siglo” (NBC News, 2005). Sin pretender compartir la visión del todavía líder ruso, que está detrás, entre otras cosas, de la orden de invasión de Ucrania en febrero de 2022, lo cierto es que como mínimo supuso un antes y un después; paréntesis en muchos aspectos que llevó a un orden unipolar temporal mientras Estados como España se tomaban unas largas “vacaciones estratégicas” (Colom-Piella, 2022), financiadas gracias al diferencial en cuanto a inversión en defensa entre ambas orillas del Atlántico. El cobro de los “dividendos de la paz” fue prácticamente inmediato, pasando España de destinar el 2,12% de su PIB a defensa en 1985 al 1,28% en 1993, cifra que descendería hasta un misérrimo 0,53% en 2015, cuando el país todavía sufría las consecuencias de la crisis financiera (Pérez, 2016). Las inercias acumuladas en los años anteriores, pese a todo, permitieron que la Armada continuase mejorando durante años, pues eran muchos los programas en marcha. Además, el crecimiento económico durante los noventa y el primer lustro de los 2000 permitió enjuagar en parte las reducciones porcentuales de la inversión en defensa respecto al PIB. Y lo hizo hasta el punto de que se recuerdan estos años como un periodo de esplendor.


			No es para menos. Entre 1988 y 2008, la Armada vivió una época dorada, a pesar de los recortes presupuestarios. Al principio del periodo España contaba con una marina bien dimensionada y capaz, inmersa en un proceso de modernización e introducción de nuevas capacidades. Precisamente en 1988 se vería reforzada con la entrada en servicio del portaaviones Príncipe de Asturias, que sustituiría al Dédalo en el Grupo Alfa (Ortiz, 2020) y la transformación del Mando Anfibio en el Grupo Delta (J. Sánchez, 2001). Teniendo en cuenta las amplias zonas de responsabilidad marítima que debía —y debe— patrullar, la extensión de nuestra zona económica exclusiva, la todavía existente amenaza soviética y también la creciente participación en organismos y misiones internacionales (el país entró a formar parte de la OTAN en 1982 y de la UE en 1986), la Armada del futuro debería contar con una flota equilibrada, compuesta principalmente por buques de gran porte y autonomía, camino en el que sin duda se encontraba. En el plano submarino, gracias a la entrada en servicio en 1985 y 1986, respectivamente, del S-73 Mistral y del S-74 Tramontana para sustituir al Cosme García (S-34) y al Narciso Monturiol (S-35), ambos de la clase Guppy, el futuro se presentaba halagüeño. La FLOSUB disponía de ocho submarinos, los cuatro últimos muy capaces, alcanzando así su punto álgido. La Armada debía completar, no obstante, su proceso de transformación en una auténtica marina de aguas azules. Esto, que ahora consideramos como algo aceptado, no lo habían conseguido ni el plan naval de Carrero Blanco de 1965, ni el de Barbudo de 1971, ni el de Pita da Veiga de 1973. Por su parte, el PLANGENAR (Plan General de la Armada) de 1977 (Fuerza Naval, 2020), como mucho aspiraba a dotar a España de una marina de aguas verdes, pues ni los submarinos de la clase Galerna, ni los patrulleros de la clase Anaga, aportaban verdaderas capacidades oceánicas, a pesar de la excelente autonomía y velocidad de los S-70. En verdad, el reducido espacio disponible para la tripulación convertía en una odisea cualquier travesía de larga duración para sus 60 ocupantes, mientras que el escaso tiempo que podía permanecer en inmersión profunda11 suponía un hándicap desde el punto de vista táctico. Eso en un periodo en el que el naciente orden internacional unipolar surgido tras la Guerra Fría podría terminar obligando a los buques españoles a actuar muy lejos de nuestras fronteras, bien formando un grupo de combate en torno al Príncipe de Asturias, bien integrando unidades de la Armada en grupos multinacionales12. Era pues obvio que en el futuro España necesitaría submarinos muy diferentes a los operados hasta entonces, concebidos más bien para operaciones en aguas restringidas que para cumplir misiones a miles de kilómetros de la península.


			Los estudios preliminares oficiales de la futura clase S-80 datan de 1989-1991, a pesar de que para entonces ya se había descartado la opción nuclear, como hemos visto. Es decir, que coincidieron en el tiempo con el periodo de descomposición soviético, finalizado súbitamente al arriarse la bandera roja de las torres del Kremlin durante la navidad de 1991. Sea como fuere, y tal y como nos explica Gorka L. Martínez Mezo (2021), basándose en un artículo del año 2003 del capitán de navío Manuel Gárate Pasquín para la Revista General de Marina, que todavía puede encontrarse reproducido en algunos foros de internet (Gárate, 2003):


			Como posibles socios tecnológicos para el desarrollo del nuevo submarino español se seleccionaron las siguientes firmas europeas:


			• RDM, en Países Bajos.


			• PRONAV, consorcio entonces formado por DCN y Thompson, en Francia.


			• VSEL, en Gran Bretaña,


			• German Submarine Consortium, formado por IKL, Thyssen Nordseewerke, HDW y Ferrostaal, en la República Federal Alemana.


			De hecho, ingenieros de la española Bazán llegaron a desplazarse a los distintos países para estudiar las propuestas de cada fabricante, llegando a la conclusión, según el mismo autor, de que todas ellas cumplían con las especificaciones requeridas, rondando todos los modelos las 3.000 t en inmersión. Además, Martínez Mezo nos ofrece un dato importante: en 1991 se decidió dividir el futuro programa en dos partes, la primera relacionada con el casco y la segunda con la propulsión, lo que podría haber conllevado la elección de dos tecnólogos diferentes. Pese a ello, y dada la incertidumbre respecto al futuro, tanto en lo relativo a los escenarios operativos como a la financiación, se juzgó prudente dejar en suspenso estos estudios, que solo serían retomados en el verano de 1997. Para entonces, después de 14 años de Gobierno socialista, ya había accedido al poder José María Aznar, quien confió a Eduardo Serra Rexach la cartera de Defensa. Se trataba de un Gobierno de minoría, que necesitó del apoyo del Partido Nacionalista Vasco, Coalición Canaria y Convergència i Unió para la investidura. Se inauguró así un periodo marcado por un progresivo estrechamiento de la relación con los Estados Unidos, aunque sin llegar a las cotas que se alcanzarían durante la siguiente legislatura, cuando el Partido Popular gozó de una amplia mayoría. No es una cuestión secundaria. El 31 de enero de 1997 fue autorizada por parte del Gobierno la construcción de las cuatro primeras fragatas de la clase Álvaro de Bazán (F-100). Aunque España ya tenía una larga experiencia colaborando con los Estados Unidos en materia naval, el hecho de que Washington diese su aprobación a la inclusión del sistema de combate AEGIS en estos buques, así como del radar AN/SPY-1D, sin duda marcó un antes y un después. Un hito que llegó apenas unos meses antes de que se terminase de redactar el documento “Necesidad operativa” de los futuros submarinos S-80, en septiembre de ese mismo año. Algo estaba cambiando en la Armada y en España, aunque era pronto para adivinar sus implicaciones futuras.


			Éxtasis y caída de Bazán


			La historia de la construcción naval en España está plagada de altibajos. En 1947, con la constitución legal de la Empresa Nacional Bazán de Construcciones Navales Militares, S. A. (Navantia Ferrol, 2012) a iniciativa del Instituto Nacional de Industria (INI)13, se inició un ciclo alcista que se benefició de la confrontación entre bloques, de la relación con los Estados Unidos a partir de 1953 y del fulgurante crecimiento económico durante la época del desarrollismo. En el lapso de cuatro décadas se pasó de un proyecto ambicioso en su momento —pero en muchos sentidos desastroso—, como la construcción de tres destructores de la clase Oquendo, a integrar en fragatas de diseño nacional sensores que solo habían logrado montarse en cruceros o destructores con un desplazamiento mucho mayor. Además, lejos de producir únicamente para la Armada, en los años setenta España comenzó a despuntar como potencia exportadora, construyendo buques tanto civiles como militares para el mercado exterior. Buen ejemplo de ello son los seis buques de la clase João Coutinho o los cuatro de la clase Baptista de Andrade para Portugal, los patrulleros oceánicos de la clase Uribe para México o los cinco de la clase Halcón para Argentina. Una senda de crecimiento que alcanzó el éxtasis en los últimos noventa y los primeros 2000.


			Efectivamente, la Empresa Nacional Bazán de la segunda mitad de los noventa poco o nada tenía que ver con la responsable de la construcción de los S-60 o las corbetas de la clase Descubierta, por más que fuesen hitos en su momento. En muy pocos años habían logrado, recurriendo a la fabricación bajo licencia y al rediseño o a sus propias capacidades: 1) construir media docena de fragatas de la clase Santa María (F-80), basadas en las Oliver Hazard Perry de la US Navy; 2) construir cuatro submarinos de la clase Galerna (S-70), basados en los Agosta de la Marine Nationale gala; 3) transformar decena y media de planos generales del proyecto Sea Control Ship (SCS) estadounidense (Global Security, s. f.-c) en el portaaviones Príncipe de Asturias; 4) convertirse en el primer país que exportaba un portaaviones de nueva construcción, en este caso a Tailandia, con el Chakri Naruebet, en 1997; 5) aliarse con los Países Bajos para alumbrar los buques de asalto anfibio Galicia y Castilla y el buque de aprovisionamiento de com­­bate Patiño; 6) integrar el sistema de combate AEGIS y el radar AN/SPY-1D en las apenas 5.800 toneladas de desplazamiento de las fragatas de la clase Álvaro de Bazán; 7) diseñar los cazaminas de la clase Segura, adentrándose en la construcción en fibra; 8) presentar la oferta que, posteriormente, en febrero de 2000, les llevaría a hacerse con un contrato destinado a la construcción de cinco fragatas de la clase Fridtjof Nansen —también equipadas con el sistema de combate AEGIS— para la Armada Real de Noruega, y 9) comenzar la construcción de dos submarinos de la clase Scorpène para la Armada de Chile. Resulta difícil, incluso a toro pasado, comprender por completo la magnitud de lo logrado. Máxime cuando recién comenzado el nuevo siglo, la alianza con la francesa DCN permitió construir dos nuevos Scorpène, esta vez para la Armada Real de Malasia, a la vez que luchaban por ser el consorcio que se hiciese con el jugoso programa Project 75 indio, lo que a posteriori supondría la compra por parte de este país de las seis unidades que componen la clase Kalvari. Los días de vino y rosas no terminaron con el cambio de milenio, más bien ocurrió todo lo contrario. Al menos durante un tiempo, pues negros nubarrones acechaban en el horizonte.


			Diferente era la situación en el sector naval civil a pesar de que España había sido una potencia mundial también en este ámbito durante buena parte de la segunda mitad del siglo XX. Las cifras, en el caso de los astilleros civiles, son tan espectaculares como las que hemos compartido anteriormente en referencia a Bazán. Eso sí, con la salvedad de que el clímax se alcanzó unas tres décadas antes. Como explica Gómez Alén (2019):


			[…] en 1964, con una cartera de pedidos de 530.190 TRB [tonelaje de registro bruto], convertía a España en el 8º país productor, con el 2,89% del total mundial, para alcanzar en 1971 las 5.246.322 TRB que suponían el 6,7% del mundo y el 4º puesto detrás de Japón, Suecia y Alemania. Desde ese año se mantuvo en los primeros lugares con picos altos de 7.220.960 TRB en 1974 y 6.082.249 TRB en 1975 y en 1976, y cuando ya era una realidad la contracción del mercado mundial, aun alcanzaba las 4.262.557 TRB. En cuanto al número de unidades entregadas, podemos citar como referencia indicativa el año 1970 con un total de 744.000 TRB, un 25% más que en 1969; en 1974 alcanzaban 1.476.000 TRB y en 1975 ascendía a 1.682.000. En cambio, los números de los nuevos contratos muestran más altibajos, con picos altos en 1970 y 1973 y bajos en 1972 y sobre todo 1975 y 1976.


			En el caso de la construcción civil, que no contaba con la ventaja de tener un cliente seguro en el Estado, algo que sí sucedía con Bazán, la situación del sector empeoró progresivamente a partir de mediados los setenta. Tanto la crisis del petróleo como, especialmente, la competencia por parte de astilleros asiáticos que no dudaban en aplicar tácticas de dumping14, hicieron poco a poco insostenible la actividad de empresas como los Astilleros Euskalduna o La Naval. Ni siquiera el III Plan de Desarrollo (1972-1976) pudo encauzar la situación, como tampoco la fusión unos años antes, en 1969, de los principales astilleros civiles para crear Astilleros Españoles, S. A. (AESA). Una decisión que no produjo el resultado esperado, sirviendo tan solo para postergar el declive de un sector que no encontraba clientes ni a pesar de los intentos de especialización. Dado el peso de la construcción naval civil, y su consideración estratégica, así como la influencia de los sindicatos en unos años de gran conflictividad social, los sucesivos Gobiernos fueron poniendo todo tipo de vendas a una herida que no dejaba de supurar, provocando finalmente un absceso que a poco estuvo de llevarse por delante también la construcción naval militar.


			Con múltiples problemas, parones en la producción, prejubilaciones y despidos temporales, los astilleros civiles continuaron su andadura durante los ochenta y los noventa, beneficiándose del acceso a fondos estatales que sirvieron para mantenerlos con pulso, aunque en estado comatoso. El problema vino a raíz de la consideración que desde Bruselas hicieron de dichos fondos, declarados posteriormente como ayudas ilegales que las empresas deberían devolver. Dada la situación económica de las mismas, esto era obviamente imposible, lo que las abocaba al cierre irremediable15. Es ahí en donde entró a actuar la SEPI, que en julio del año 2000 constituyó la empresa IZAR Construcciones Navales16 como resultado de la fusión entre la Empresa Nacional Bazán y Astilleros Españoles, S. A. (La Voz de Galicia, 2000) en un intento de salvar a los segundos. Huelga decir que el plan no surtió efecto, lo que después de poco más de un lustro de contratiempos y varapalos judiciales (Abejón y Sampedro, 2004) llevó a la liquidación de IZAR en julio de 2006 y a la segregación de los activos militares, formando así la actual Navantia. Todo a pesar de que desde el seno de la UE se llegaron a aprobar medidas antidumping en 2002, entre las que se incluía la posibilidad de conceder ayudas estatales a los astilleros (Sampedro, 2002).


			Sin embargo, la historia no concluyó aquí. La fusión de los astilleros civiles y militares era también la primera piedra española de cara a una construcción mayor: un consorcio europeo similar al que en el sector aeronáutico se estaba llevando a cabo con la creación de EADS, aunque en esos momentos el entonces presidente de Navantia, José Antonio Casanova, todavía lo consideraba “un deseo” más que algo posible a corto plazo (González y Escudier, 2001). Es aquí en donde empiezan los problemas, pues una IZAR en pleno apogeo, como hemos explicado anteriormente, sin duda se convertiría en un duro competidor para las empresas francesas, alemanas o italianas en cualquier negociación. Dicho de otra forma: si poco tiempo antes había sido posible reducir la participación española en el seno de EADS a apenas un 5,47% del capital actual, a pesar de haber aportado al consorcio la antigua Construcciones Aeronáuticas, S. A. (CASA), en el caso de IZAR sería mucho más difícil no conceder a España un papel protagonista. Las teorías conspiratorias nunca han sido del gusto de quien escribe y, sin duda, en este caso no hubo ningún plan mefistofélico orquestado por empresas francesas, alemanas o italianas persiguiendo la caída de IZAR. Ahora bien, dado el funcionamiento interno de la Unión Europea en algunos aspectos, especialmente cuando se trata de la Comisión17, cuesta pensar que los Estados no aplicasen toda la presión posible para que fuesen impuestas sanciones sobre la empresa española. Ya no se trataba únicamente de la parte militar y la posible creación de un “Airbus naval” en el que todos querían un papel principal, sino de que la situación era precaria para todos los astilleros civiles de la Unión, buscando cada país la supervivencia de sus propias empresas en un sálvese quien pueda.


			Por otra parte, había también serias disputas abiertas en el seno de la Unión Europea por cuestiones relacionadas con la posición de cada país ante la “guerra contra el terror” iniciada por los Estados Unidos como respuesta a los ataques terroristas sobre Washington y Nueva York el 11 de septiembre de 2001. Dichas diferencias alcanzaron su punto álgido a raíz de la invasión de Irak (marzo de 2003), con dos bloques claramente definidos encabezados por Francia y Alemania por un lado y por el Reino Unido y España por otro. El por entonces presidente del Gobierno José María Aznar, quien se reuniría con el premier británico Tony Blair y su homólogo estadounidense George W. Bush en las Azores el 15 de marzo de 2003, dando lugar a una famosa estampa, se había posicionado del lado anglosajón desde el principio. Lo ocurrido no era fruto de la simple sumisión, ni únicamente de la afinidad ideológica o incluso de la sincera amistad entre los tres mandatarios, también había una genuina sensibilidad para con el terrorismo —no en vano España había sufrido durante décadas las acciones de grupos terroristas como ETA y los GRAPO— que había golpeado recientemente a los Estados Unidos. Así las cosas, una relación que había venido estrechándose ya durante la primera legislatura de Aznar, eclosionó por completo durante la segunda. Un acercamiento que llevó a Aznar a ser el primer líder al que George W. Bush visitara durante su gira europea de julio de 2001 y, ya al final de su mandato, a convertirse en el primer presidente español en ofrecer un discurso ante el Congreso estadounidense (El Mundo, 2004a). Por supuesto, lo que había detrás de esta relación, que desde la oposición criticaban como mero “seguidismo” (La Vanguardia, 2003), tenía muchos visos de ser un calculado bandwagoning18, pues incluía un importante interés económico para una España que estaba en un momento dulce. Además, era una herramienta perfecta de cara a aumentar el peso del país en el seno la Unión Europea, en donde pretendía erigirse como puente entre ambas orillas del Atlántico, a la vez que podía contrapesar mediante su relación con Washington al bloque formado por Francia y Alemania.


			La relación, como no podía ser de otra forma, se extendía también al terreno de la defensa, incluyendo la faceta industrial. A todo lo que hemos ido explicando sobre la relación entre Bazán y los Estados Unidos a propósito del sistema de combate AEGIS, ha de sumarse la decisión insólita en abril de 2001 de vender la Empresa Nacional Santa Bárbara a General Dynamics Corporation (SEPI, s. f.). De esta forma, en lugar de integrar Santa Bárbara como parte de un consorcio europeo, vendiendo sus activos a Krauss-Maffei —en ese momento Santa Bárbara fabricaba bajo licencia de la empresa germana los carros de combate Leopard 2E (Candil, 2020)—, se optó por la oferta estadounidense, abortando el embrión de un “Airbus terrestre”. La decisión, nunca del todo explicada a pesar de las referencias a un “mejor plan industrial” (Europa Press, 2001) por parte de la norteamericana, podía guardar cierta lógica si atendemos nuevamente a lo ocurrido en el caso de EADS, a las posibles promesas estadounidenses relacionadas con futuros programas, o a los cambios que se estaban produciendo en el norte de África, con un Marruecos cada vez más asertivo.


			El programa de submarinos de Taiwán


			Desde finales de los noventa, Taiwán buscaba hacerse con ocho sumergibles con los que negar a la Armada del Ejército Popular de Liberación chino el acceso a sus aguas, complicando así un hipotético desembarco. La compra de estos buques estaba fuera del alcance del país o más bien vedada, dadas las presiones chinas. Era también prácticamente imposible diseñarlos y construirlos por su cuenta y riesgo, ya que por aquel entonces el país carecía de las instalaciones y el personal adecuados. La única solución pasaba por recurrir a la ayuda tanto técnica como económica de los EE UU, único país al que China no podría coaccionar. Así las cosas, desde Washington estuvieron valorando distintas opciones y buscando un socio tecnológico de confianza capaz de ayudar al pequeño país insular en su aventura. No olvidemos que los Estados Unidos habían perdido en las décadas precedentes todo su saber hacer relacionado con la construcción de submarinos convencionales, pues había abandonado esta opción en favor de los de propulsión nuclear tiempo atrás19. En el caso estadounidense se trataba de una decisión lógica, dado que sus intereses están en prácticamente todos los casos a un océano de distancia. No obstante, esta falta de know-how obligó a la superpotencia a buscar un socio, una necesidad que como ocurre en estos casos, era a la vez una interesante oportunidad para el Departamento de Estado, ya que permitiría premiar a los aliados más cercanos en un momento en el que su doctrina exterior estaba viviendo una revolución sin precedentes y el país estaba enfrascado en la war on terror20. El Gobierno de José María Aznar, como hemos visto, era por entonces uno de los aliados más estrechos de los Estados Unidos, demostrando su compromiso en Afganistán e Irak incluso en contra de la opinión mayoritaria de su población. Coincidía además que España contaba no solo con experiencia en la construcción de submarinos sino, por primera vez, al menos sobre el papel, con un diseño propio, el S-80 primigenio. No sería fácil hacerse con se­­mejante contrato, pues había otros constructores interesados, pero a priori IZAR no partía con las peores cartas.


			Volviendo sobre el programa submarino de Taiwán, hemos de recordar que tras los infructuosos esfuerzos realizados en 1983 y 1992 por dotarse de más submarinos holandeses de la clase Zwaardis (clase Hai Lung) ejerciendo las opciones de compra que contemplaba el contrato de 1981, Taiwán había intentado en 1996 adquirir dos unidades dadas de baja por la Armada Real de los Países Bajos con idéntico resultado. Las presiones de la República Popular China estaban detrás de estos fracasos y de la negativa neerlandesa, lo que obligó a Taipéi a buscar otra solución, intentando hacerse con submarinos Ula noruegos e incluso con algún TR-1700 argentino, siempre sin suerte. Una desdichada aventura que pareció cambiar en 2001, cuando la Administración Bush movió ficha, ofreciendo al país la construcción de ocho submarinos con la colaboración de un tecnólogo extranjero y la inclusión de distintos sistemas de origen norteamericano. Entre estos últimos se encontraría, por supuesto, el sistema de combate, para el que se pensaba en Lockheed Martin. Lo que vino a continuación fue, cuanto menos, pintoresco. Según nos cuenta Alejandro A. Vilches Alarcón (2021):


			La gestión política de la guerra de Irak y el apoyo dado por Madrid a dicha intervención iba a dar sus réditos económicos a través de un contrato de construcción valorado en 6.000 millones de dólares. De estos, al menos 2.400 serían para el astillero constructor, según informaciones de la prensa de entonces. Por aquellas fechas, IZAR, predecesora de Navantia, estaba envuelta ya en la construcción de los S-80, por lo cual se podía soñar con unificar ambos programas bajo el amparo de la US Navy. Incluso se llegó a publicar en medios taiwaneses que las conversaciones entre Washington y Madrid estaban muy avanzadas, tras la negativa de Alemania aprobar la exportación de submarinos al país asiático.


			Los mismos medios taiwaneses, citando fuentes oficiales, llegarían a cuantificar el contrato de la US Navy con el astillero español en 3.400 millones de dólares de 2004 por ocho submarinos convencionales equipados con una planta propulsora AIP. Sin embargo, el cambio de Gobierno en España durante las fases de decisiones haría que las relaciones relativas a este contrato se enfriaran, mirándose desde Taiwán con mucho recelo al Ejecutivo encabezado por Rodríguez Zapatero.


			Ese mismo año, en junio, reforzando el programa pese a no haberse elegido astillero constructor, el Gobierno de Taiwán asignó una partida presupuestaría de 12.300 millones de dólares para la adquisición de ocho submarinos, logística, mantenimiento y diversos armamentos. entre los que se incluían 144 torpedos pesados Mk 48 y 72 misiles Harpoon. Del total del presupuesto, al diseño y construcción de las plataformas correspondían 8.670 millones.


			Al descartarse España y Alemania y contar Francia con una mala reputación en sus ventas de armamento a Taiwán por el pago de sobornos a altos cargos de la nación asiática, los EE UU decidieron anunciar la construcción de los ocho submarinos en suelo americano.


			En realidad, las cosas habían sido ligeramente más complicadas en el caso alemán. Todo indica que el intento estadounidense original pasaba por equipar a Taiwán con submarinos germanos. Para ello, en marzo de 2002, el fondo de inversión estadounidense One Equity Partner, especializado en los sectores industrial y tecnológico, se había hecho con el 75% del constructor teutón HDW (Howaldtswerke Deutsche Werft AG) por 650 millones de euros. Según algunos medios, esta compra perseguía que un diseño alemán equipase a la Armada de Taiwán (NTV, s. f.). Es más, se sugería que buscaban dejar una empresa crucial para Alemania en manos de corporaciones del sector de la defensa estadounidenses, siendo One Equity Partner un simple intermediario de cara a una posterior venta a alguna de las grandes empresas estadounidenses, como General Dynamics Electric Boat o Huntington Ingalls Industries. El enfado del Gobierno federal fue mayúsculo, terminando por vetar cualquier exportación de submarinos a Taiwán en virtud de su política hacia la República Popular China. De esta forma, a pesar de renunciar a unos enormes ingresos potenciales, se aseguraban de que una empresa de capital alemán, vital para los intereses del país, se mantuviese en manos germanas. Incluso fue rechazada la oferta de la francesa Thales, la cual también intentó hacerse con HDW (Brewis, 2003). Finalmente sería ThyssenKrupp quien se haría con la joya de la corona entre los astilleros alemanes, empresa que se mantiene desde 2005 como propietaria. Es decir, que para cuando se iba a tomar la decisión sobre el socio extranjero para el diseño y construcción de los submarinos taiwaneses, Alemania ya se había descartado a sí misma por razones de estrategia industrial.


			En este contexto, no es de extrañar que medios locales to­­mo el Taipei Times (2003) hablasen en el verano de 2003 de las posibilidades que IZAR tenía de cara a hacerse con el enorme contrato, valorado en 6.000 millones de dólares, de los que hasta 2.400 podrían ser para la empresa constructora. De hecho, llegaron a publicar abiertamente que esta era la preferencia del propio George W. Bush. Es más, citaban a una supuesta fuente militar estadounidense a la que atribuyen las siguientes declaraciones:


			Bush va a hacer todo lo que pueda por [el presidente del Gobierno español José María] Aznar, para agradecerle su apoyo a la guerra en Irak… este [apoyo a IZAR] podría considerarse seriamente debido a las relaciones entre España y los Estados Unidos, esto es obvio.


			Puede que en España hubiese dudas sobre la relación entre la participación española en Irak y la obtención de posibles contratos internacionales logrados al amparo de la amistad con los EE UU, pero en el exterior parecía no haber ninguna. Por supuesto, en todo esto había algo más que especulaciones y fuentes más o menos fiables; la opción española se consideró como mínimo en pie de igualdad con las demás, tal y como se recoge en un informe al Congreso de los EE UU de julio de 2005. En dicho informe se hace referencia a que esta opción se había estudiado, compitiendo IZAR con otras seis empresas interesadas (Kan, 2005).


			Si finalmente el proyecto no llegó a fructificar no fue tanto por problemas con el diseño ofertado (P-650) por IZAR —con demasiadas incógnitas por despejar— como por los cambios políticos vividos en España, el alejamiento de los EE UU y la dinámica interna en el propio Taiwán. De hecho, si hubo un elemento clave en esta historia no fue otro que la obcecación de Taipéi en su idea de acometer la construcción de forma autónoma, lo que en última instancia daría al traste en 2005 con la opción estadounidense y terminaría desembocando en el actual programa IDS.


			Dicho esto, se puede seguir especulando acerca de hasta qué punto influyeron los contactos entre IZAR y Lockheed a propósito del programa taiwanés en la elección del sistema de combate de los S-80 —tema que abordamos más adelante—, dado que la empresa estadounidense tenía importantes intereses en la isla y estaba inmersa en el proyecto. No obstante, y teniendo en cuenta que para cuando se escogió a esta empresa como proveedora del sistema de combate de los futuros S-80 las opciones españolas de construir submarinos para Taiwán estaban muertas y enterradas, creemos que el argumento de que este programa fue determinante no se sostiene.


			Entre la Cumbre de Salamanca 
y la crisis de Perejil


			“Al alba y con tiempo duro de levante…” (ABC, 2002). Así comenzó el por entonces ministro de Defensa Federico Trillo su informe sobre la operación Romeo-Sierra, letras del alfabeto fonético empleado por la OTAN elegidas para enmascarar su nombre real: “Restablecer Statu”. La frase, que ha pasado a los anales de la historia patria, como otras tantas pronunciadas por este particular personaje —a la sazón uno de los más nefastos que han pasado por el número 109 del paseo de la Castellana—, servía para adornar unos hechos cuya importancia se ha minusvalorado enormemente.


			Por resumir, pues el tema necesitaría un volumen específico, con el despliegue de una docena de marinos el 11 de julio de 2002 en el islote de Perejil, situado frente a la costa marroquí a poniente de Ceuta, el reino alauita buscaba medir la voluntad española, a la vez que tensar un punto más una relación que se había venido complicando desde el ascenso al trono de Mohamed VI tres años antes. Después de días de intercambios diplomáticos y tras recabar el apoyo de la mayor parte de miembros de la UE, así como de la OTAN, que exigió la restitución del statu quo a Marruecos, el día 16 España realizó un importante despliegue militar (La Voz de Galicia, 2002) y dio a Rabat un ultimátum. Dado que la presencia marroquí se mantuvo, a primera hora del día 17, elementos del Mando de Operaciones Especiales (MOE) y la Unidad de Operaciones Especiales del Tercio de Armada (UOE), a bordo de helicópteros de las Fuerzas Aeromóviles del Ejército de Tierra (FAMET), asaltaron la isla, deteniendo a los militares marroquíes que fueron entregados a la Guardia Civil para su custodia, antes de ser devueltos a su país. España alcanzaba así, de forma tan espectacular como limpia, un doble objetivo: 1) restablecer la situación anterior a la toma de la isla por parte de Marruecos, y 2) hacer una demostración de fuerza tal que este país perdiese las ganas, durante mucho tiempo, de llevar a cabo aventuras similares o, probablemente, de mayor envergadura. El tema no es baladí, ya que la decisión tomada entonces, por lo demás acertada, condicionó la forma en que Marruecos ha venido enfocando su relación con España y su apuesta por la “zona gris” (Baqués, 2020) como terreno de juego, en vistas de la superioridad demostrada por las Fuerzas Armadas. Además, tendría una segunda implicación que, aunque no se pueda confirmar ya que los protagonistas nos han negado en varias ocasiones una entrevista, al menos se intuye: lo sucedido en el islote Perejil condicionó —aunque no determinó, como veremos— el rumbo del programa S-80, influyendo sobre los Requisitos de Estado Mayor y motivando al Gobierno a apartarse de la alianza con la francesa DCN, renunciando además a la compra de submarinos Scorpène.


			Para entender esta afirmación debemos retrotraernos en el tiempo hasta 1997. En concreto hasta julio de ese año, un mes en el que la Guardia Civil logró liberar a José Antonio Ortega Lara después de más de un año de cautiverio por parte de la banda terrorista ETA. Hecho ocurrido tan solo unos días antes de que miembros de esta secuestraran y posteriormente asesinaran a sangre fría al concejal del Partido Popular en la localidad vizcaína de Ermua Miguel Ángel Blanco. El terrorismo etarra copaba, como no podía ser de otra forma, todas las portadas y noticiarios televisivos y radiofónicos, en medio de una movilización popular sin precedentes (Jiménez, 2022). Por razones obvias, el terrorismo marcaba la agenda política y, hasta cierto punto, la diplomática, en un país que, tras superar los “años de plomo”, veía cómo en la segunda mitad de los noventa la actividad de ETA volvía a repuntar, esta vez en forma de secuestros (Aldaya, Ortega Lara, Blanco), pero también de asesinatos, que ese año se cobraron 13 vidas. Un aliado clave para la lucha antiterrorista era Francia, país que había tenido su propia experiencia combatiendo contra nacionalistas vascos y corsos, radicales de izquierda e incluso grupos insurgentes argelinos, acumulando un importante saber hacer en este campo. Además, dado que muchos de los miembros de ETA terminaban estableciéndose en el País Vasco francés, en localidades como Anglet, Biarritz o Bayona, desde las cuales operaban, la colaboración gala era imprescindible para golpear a la banda terrorista. Fue en ese contexto en el que, el 1 de diciembre de 1997, dio comienzo la Cumbre de Salamanca, que reuniría durante dos días al presidente del Gobierno español, José María Aznar, y al presidente de la República Francesa, Jacques Chirac. Allí, entre otros temas, se trató la política antiterrorista que, según las declaraciones, se consideraba “estrecha y ejemplar” habiendo permitido la detención de medio centenar de etarras en Francia durante ese mismo año (El Mundo, 1997). El terrorismo, en cualquier caso, no era el único tema por tratar, pues allí acudieron también los ministros de Exteriores, Interior, Economía, Industria y Asuntos Europeos, lo que da testimonio de la importancia de la cita.
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